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CAPÍTULO II.  
FUENTES E INTERPRETACIÓN DEL DERECHO CIVIL1

1. Fuentes2

Al margen de las nociones que se estudian en la asignatura de “Introducción 
al Derecho”, daremos de seguidas algunas ideas generales sobre las fuentes 
del Derecho Civil.

La noción de fuente alude al “origen” de algo, específicamente en materia 
jurídica, se asocia a dónde emana formalmente el Derecho. En tal sentido, 
Albaladejo distingue entre fuente material y fuente formal, según se responde 
a la pregunta “quién” hace el Derecho y “cómo” (en qué forma) nos llega el 
Derecho. En la primera, esto es en la fuente material se distingue como ante-
cedente remoto las fuerzas sociales que originan las normas y un sentido más 
restringido, las autoridades competentes de las cuales emanan dichas reglas3.  
Ahora bien, el concepto tradicional de “fuente” alude generalmente al sentido 
“formal” del término, esto es a la forma, manera o medio en que nos llega el 
Derecho, esto es a través de ley, de jurisprudencia o en los países o materias 
en que se constituye como tal, “la costumbre” 4.

A su vez, dentro de las fuentes formales, algunos autores distinguen entre 
fuentes directas y fuentes indirectas, según –como su denominación lo in-
dica– de ellas se desprenda directa o inmediatamente la ley o el Derecho, o 
simplemente sólo sirven en la interpretación de ésta última.  Tradicionalmente 
se afirma que la única fuente directa del Derecho Civil es la ley, en tanto que 
la jurisprudencia y la doctrina habían sido consideradas fuentes indirectas5 

1	 Véase: Aguilar Gorrondona, ob. cit., pp. 25-38; Hung Vaillant, ob. cit., pp. 37-66; Graterón Garrido, 
ob. cit., pp. 23-39; La Roche, ob. cit., pp. 31-43; Contreras Briceño, ob. cit., pp. 20-31; Ochoa Gómez, 
ob. cit., pp. 74-87; Peñaranda Quintero, ob. cit., pp. 36 y 37; Varela Cáceres, Edison Lucio: Intro-
ducción a las fuentes del Derecho. En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia Nº 7 
Homenaje a José Peña Solís, 2016, www.rvlj.com.ve; Uzcátegui Urdaneta, Mariano: Interpretación 
de la Ley e Integración del Derecho. En Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 
73. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1989, pp. 63-82.

2	 Véase: Aguiló Regla, Josep: Teoría general de las fuentes del Derecho (y del orden jurídico). Barce-
lona, Editorial Ariel S.A., 2000, p. 23, si por fuentes se entiende “origen” en su sentido metafórico 
más obvio se apreciará los dos problemas fundamentales: por un lado el origen del orden jurídico 
y por el otro el origen de las normas individualmente consideradas. (ibid., pp. 24-26). Puede verse 
desde tres enfoques típicos: explicativo o social, justificativo o valorativo y sistemático o formalista.

3	 Véase: Albaladejo, ob. cit., pp. 81-83. 
4	 Véase: Domínguez Guillén, Diccionario …, pp. 73 y 74, “origen de donde emana el Derecho o forma 

en que el Derecho se constituye como tal. Al primero se le denomina fuente material, al segundo 
fuente formal; la primera responde a quién hace el Derecho, en tanto la segunda a cómo nos llega 
el Derecho…”. 

5	 Véase: Fonseca Ramos, Marco: Las fuentes formales del Derecho Colombiano a partir de la nueva 
Constitución. En: Revista de Derecho Universidad del Norte 1, 1992, pp. 36. http://ciruelo.uninorte.
edu.co/pdf/derecho/1, el autor cita a Monroy Cabra quien señala que la doctrina y la jurisprudencia 
no han sido consideradas como fuentes en sentido estricto sino como “autoridades” (a diferencia 
de la ley y la costumbre en los países donde ésta última lo sea). La jurisprudencia sería fuente en 
aquellos países donde el ordenamiento le atribuya carácter obligatorio. 
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por no presentar carácter obligatorio y contribuir en la interpretación de la 
primera. Sin embargo, modernamente a raíz de la Constitución de 1999 que 
prevé en su artículo 335 el carácter vinculante de las decisiones de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia que interpreten la Carta 
Magna, y en las que ciertamente resultan afectadas instituciones de Derecho 
Civil, resulta difícil seguir sosteniendo sin mayores distingos un papel secun-
dario de la jurisprudencia.

Ahora bien, ley es toda norma jurídica general y abstracta dictada por una 
autoridad competente6 (ley material). Cuando dicha ley la dicta el órgano 
legislativo, siguiendo para ello el correspondiente proceso de elaboración de 
las leyes, se denomina ley formal; es decir, la ley formal que constituya un 
acto normativo general7 también es una ley material, pero se diferencia por 
el órgano que la dicta y el proceso de elaboración. La distinción podría ser 
importante respecto de las materias que son objeto de reserva legal, esto es, 
que precisan de ley formal8. Existe multiplicidad de leyes materiales al margen 
del ente que las dicta, con distinto valor normativo (Constitución, reglamento, 
resoluciones, ordenanzas, etc.)9. La ley constituye la fuente formal directa en 
nuestro Derecho Civil.

La ley está conformada fundamentalmente por normas jurídicas, esto 
es disposiciones que prevén un supuesto de hecho y una consecuencia de 
derecho, caracterizadas entre otras por la generalidad, abstracción, imperati-
vidad y coercibilidad10. La doctrina distingue en el Derecho Civil las normas 

6	 Véase: Bianca, C. Massimo: Diritto Civile. I, La norma giuridica i soggetti. Varese, Giuffrè Editore 
Milano, Seconda Edizione, 2002, p. 57, la ley es un precepto emanado del Estado en ejercicio 
formal de la potestad normativa.

7	 Por cuanto también existen actos singulares que aprueba el órgano legislativo mediante el mismo 
procedimiento previsto para la aprobación de leyes pero que no constituyen ley en sentido material. 

8	 Véase entre otras: TSJ/SConst., Sent. 1053 de 28-7-09, “la limitación de los derechos fundamen-
tales es, ciertamente, materia de estricta reserva legal, esto es, que sólo por ley pueden verse 
limitados los derechos inherentes a la persona humana, estén o no recogidos expresamente en el 
Texto Constitucional. No obstante, como bien se aclaró, entre otras, en sentencia Nº 266 del 16 
de marzo de 2005 (caso: Carlos Herrera), esa reserva legal no es exclusividad del Poder Nacional, 
por lo que leyes estadales y ordenanzas pueden disponer ciertas restricciones al ejercicio de 
derechos fundamentales”; TSJ/SConst., Sent. 2164 de 14-9-04, “no se puede deducir, prima facie, 
que la Constitución prevea para todos los aspectos referidos a las materias competencia del Poder 
Nacional, que deban ser reguladas mediante ley formal dictada por la Asamblea Nacional… por 
consiguiente, la remisión que hizo el legislador no constituye un caso de “deslegalización” que 
infrinja la reserva legal…”; TSJ/SConst., Sent. 2338 de 21-11-01, “no podría una ley contener for-
mulaciones genéricas en materia sancionatoria y dejar en manos del Ejecutivo la determinación 
de los hechos o conductas ilícitas, en cuyo caso la ley estaría delegando la potestad normativa en 
materia de tipificación de delitos a futuros actos de contenido normativo pero de carácter sublegal”.

9	D omínguez Guillén, Diccionario…, p. 104.
10	Parra Aranguren, Fernando y Alberto Serrano: Elementos para el estudio de la norma jurídica.  

En: Actas Procesales del Derecho Vivo, Nos. 61-63, Vol. XXI, Caracas, Grafiúnica, 1977, pp. 20-28, 
la norma se integra por tres factores fundamentales; a) un supuesto de hecho; b) una cópula, ex-
presada por la partícula debe ser; y c) una consecuencia jurídica. Es decir, en toda norma jurídica 
encontramos un supuesto de hecho al cual se le atribuye una consecuencia jurídica. Entre sus 
caracteres cabe citar: generalidad, está llamada a regir muchos casos, aunque no viene dada por la 
multiplicidad de sujetos sino por la tipicidad de un número indefinido de conductas; abstracción, 
en dos sentidos porque se presenta como voluntad objetiva y en tanto expresa algo que debe ser de 
cierto modo sin perjuicio de que ocurra o no en la realidad; legitimidad, que puede ser entendida 
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taxativas o imperativas de las normas dispositivas o permisivas; las primeras 
son obligatorias y asociadas a la noción de orden público11 por lo que no rige 
la autonomía de la voluntad (CC, art. 6) mientras que las segundas entran en 
aplicación a falta de previsión de las partes, en aquellas materia de interés 
privado o particular, son pues subsidiarias o potestativas, ya que rigen si las 
partes no han dispuesto otra cosa. Las normas taxativas o imperativas a su 
vez pueden ser prohibitivas12 o preceptivas13, según prohíban o establezcan 
una conducta, respectivamente; las normas dispositivas se subdividen en 
supletorias14 o interpretativas15, según suplan lo no dispuesto por las partes 
en general o apliquen un contenido interpretativo respecto de un término 
en particular, respectivamente. Se concluye que la materia del Derecho Civil 
extrapatrimonial, esto es, Personas y Familia, suele estar afectada por normas 

en sentido formal y material, en el primer caso si fue establecida por un poder competente de 
acuerdo al procedimiento establecido (positividad para algunos), y la segunda que esté dirigida 
al logro del bien común; imperatividad, en el sentido de que la regla de derecho no aconseja sino 
que ordena o impone, debe cumplirse al margen de los deseos, a lo que se acompaña la noción de 
autarquía, rige independientemente de la voluntad de los sometidos a las normas; coercibilidad 
o posibilidad lógico-jurídica de cumplimiento no espontáneo de la norma, siendo la coacción el 
conjunto de formas y procedimientos que el Derecho impone para el cumplimiento de las normas 
por él prescritas. 

11	Véase sobre la noción de orden público: Madrid Martínez, Claudia: Orden público: del artículo 6 
del Código Civil a nuestros días. En: El Código Civil Venezolano en los inicios del siglo XXI. En 
conmemoración del bicentenario del Código Civil francés de 1804. Caracas, Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales, 2005, pp. 371-399; De Freitas de Gouveia, Edilia: La autonomía de la voluntad 
en el Derecho de la persona natural. En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia Nº 
1, 2013, pp. 64-79, www.rvlj.com.ve; Petzold-Rodríguez, María: Algunas consideraciones sobre la 
noción de orden público. En: Estudios de Filosofía del Derecho y de Filosofía Social. Libro Homenaje 
a José Manuel Delgado Ocando. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren 
Editor, Colección Libros Homenaje Nº 4, 2001, Vol. II, pp. 11-20; Aseff, Lucía María: La noción de 
orden público: entre la tópica jurídica y el análisis crítico del discurso. XVII Jornadas de Filosofía 
Jurídica y Social. Córdoba – 30 de octubre al 1º de noviembre de 2003, http://www.robertexto.
com/archivo14/nocion_ord_publico.htm; Bonet Ramón, Francisco: Introducción al Derecho Civil. 
Barcelona, Librería Bosch, 1956, pp. 280 y 281, Las leyes de orden público son las que afectan la 
existencia y organización del Estado y son la excepción en el Derecho Civil. Son normas que en 
conexión inmediata con las bases fundamentales que constituyen el orden social mira a la utilidad 
e interés de la comunidad que se impone incondicionalmente a la voluntad de los particulares y 
se sustrae a su iniciativa siendo inderogable por ellos. Las leyes que regulan el estado y capacidad 
de las personas son de orden público; TSJ/SConst, Sent. 1942 de 15-7-03, “A juicio de esta Sala, 
el orden público es una noción ligada a evitar el caos social. La Sala lo ha definido como el “...
Conjunto de condiciones fundamentales de vida social instituidas en una comunidad jurídica, las 
cuales, por afectar centralmente a la organización de ésta, no pueden ser alteradas por la voluntad 
de los individuos...” (tomado del Diccionario Jurídico Venezolano D & F, pág. 57, señalado en la stc. 
Nº 77 del 9 de marzo de 2000, Caso: José Alberto Zamora Quevedo); Domínguez Guillén, Dicciona-
rio…, pp. 120 y 121, “Concepto jurídico indeterminado que está presente en aquellas instituciones 
jurídicas que el ordenamiento o el Estado considera fundamentales o vitales para su desarrollo, 
y por ende están sustraídas de la autonomía de la voluntad…”.

12	Véase: CC, arts. 1481, 1482.
13	Véase: LOPNNA, arts. 349, 359.
14	Se trata de normas que generalmente indican “si no hay estipulación en contrario”. Véase: CC, arts. 

1491,1492, 1497, 1528, 1529, 1535,1564; Domínguez Guillén, María Candelaria: Algunas normas 
dispositivas del código civil venezolano en materia de obligaciones. En: Jurisprudencia Argentina. 
Buenos Aires, La Ley, Nº 13, 2016-II, pp. 20- 39.

15	Véase: CC, arts. 535 a 537.
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imperativas por lo que la autonomía de la voluntad interviene en la medida 
que la propia ley lo disponga16.

Por su parte, la doctrina supone la opinión escrita17 de los estudiosos del 
Derecho. La doctrina viene formada por los estudios sistematizados de los 
autores, bien sea a través de libros, monografías, artículos, etc. Si bien no 
presenta carácter vinculante como es natural –a diferencia de la ley– (de allí 
que constituya fuente formal indirecta), juega un papel fundamental porque el 
Juzgador en la sentencia podría apoyarse expresa o tácitamente en la doctrina, 
lo que evidencia su efectiva importancia. Ello se denota en las citas doctrina-
rias referidas por algunas decisiones judiciales. De allí que la importancia de 
la doctrina se alimenta a su vez de la jurisprudencia pues aquella podrá calar 
en el ánimo del juez para sostener determinado criterio en la sentencia18. 

La jurisprudencia, puede entenderse en un sentido amplio o en sentido 
estricto. En el primero se asocia a las decisiones de los Tribunales; en tanto 
que más propiamente en un sentido estricto, se le relaciona con un criterio 
reiterado de interpretación judicial, y desde esta última perspectiva una ais-
lada o única decisión no sienta en principio jurisprudencia19. Si bien tradi-
cionalmente entendida como fuente indirecta por su carácter no vinculante 
aunque ciertamente “poderoso” 20, tal postura precisa ser matizada en virtud 

16	Véase: De Freitas de Gouveia, ob. cit., pp. 53 y ss.
17	Aunque la opinión de los estudiosos del Derecho puede provenir excepcionalmente de conferencias 

o entrevistas, a los fines de mantener la rigurosidad de la fuente, la doctrina calificada debería 
ser escrita, pues de lo contrario se tornaría infinita, amén del problema de la veracidad y prueba 
de una pretendida doctrina no documentada. De allí la importancia de las fuentes bibliográficas 
en el ámbito jurídico. 

18	Véase nuestro comentario en: Domínguez Guillén, María Candelaria: Comentarios a la sentencia 
del 17-5-2000 de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia. Especial referencia al 
daño moral y la indexación (Caso José Tesorero Yanez contra Hiladox Flexilón S.A.). En: Revista de 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Central de Venezuela Nº 119, Caracas, 
2000, p. 227: “Las sentencias no deben constituir trabajos monográficos, pero ciertamente algunas 
materias reclaman una argumentación particular y exhaustiva; el reflejo de la misma, en buena 
medida, se logra a través del estudio de la doctrina y la jurisprudencia.  Desconocer lo anterior es 
hacer estéril la labor del doctrinario y reducir los estudios jurídicos a un mero ejercicio académico.  
Si las ideas de la doctrina no lograran trascender al ámbito efectivo de la aplicación del derecho, 
no tendría sentido útil dedicarse a la investigación jurídica”; Bianca, ob. cit., p. 83, la doctrina es 
un instrumento útil para comprender y racionalizar el Derecho. 

19	Véase: TSJ/SConst., Sent. 3057 de 14-12-04, “se está en presencia de un criterio jurisprudencial 
cuando existen dos o más sentencias con idéntica o análoga ratio decidendi, entendiendo por tal 
la regla sin la cual la causa se hubiera resuelto de un modo distinto o aquella proposición jurídica 
que el órgano jurisdiccional estima como determinante en la elaboración del fallo, en contrapo-
sición con los obiter dicta o enunciados jurídicos que van más allá de las pretensiones y de las 
excepciones, ya de las partes, ya recogidas de oficio, que no forman parte de la ratio (Cfr. Francisco 
de P. Blasco Gascó, La norma jurisprudencial, nacimiento, eficacia y cambio de criterio, Tirant Lo 
Blanch, Valencia, España, 2000, p. 53). Para esta Sala la reiteración y la uniformidad constituyen 
exigencias cardinales para la determinación de la existencia de un criterio jurisprudencial; no 
obstante, las mismas no son absolutas ya que, algunas veces, la jurisprudencia es vacilante y no 
se consolida. Por otra parte, en algunos supuestos (excepcionales) podría ser suficiente una sola 
sentencia como por ejemplo, cuando se produce un cambio de criterio mediante un razonamiento 
expreso y categórico, o cuando se dilucida por vez primera un asunto o cuando la falta de frecuen-
cia de casos análogos no permitan la reiteración de la doctrina legal”.

20	Véase: Calvo García, Manuel: Teoría del Derecho. Madrid, Tecnos, 1996, aunque la jurisprudencia 
no sea fuente formal constituye un argumento hermenéutico particularmente poderoso en cual-
quier disputa jurídica. 
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del artículo 335 de la Carta Magna que prevé el carácter vinculante de la in-
terpretación constitucional que haga el Máximo Tribunal en Sala Constitucio-
nal21 y que podría tener relevancia en el ámbito del Derecho Civil. Otras leyes 
especiales también aluden al carácter vinculante de las decisiones de cierta 
Sala del Tribunal Supremo de Justicia, lo cual no resulta consecuente con la 
independencia del Juzgador en cualquiera de los niveles de la jurisdicción22. 

No creemos que la costumbre en Venezuela deba incluirse dentro de las 
fuentes indirectas del Derecho Civil, pues, a diferencia de la doctrina y la 
jurisprudencia, aquella no ayuda en la interpretación de la ley en materia de 
Derecho Civil, a diferencia del Derecho Mercantil –en que es fuente directa 
aunque subsidiaria23– por expresa disposición del artículo 9 del Código de 
Comercio. La costumbre es una práctica social reiterada con la convicción de 
que es obligatoria24, pero es expresamente descartada en el ámbito del Dere-
cho Civil por el artículo 7 del CC25. Solo se toma en cuenta si el ordenamiento 
21	Véase: Laguna Navas, Rubén: “El carácter vinculante de las sentencias de la Sala Constitucional”. 

En: Ensayos de Derecho Administrativo, Libro Homenaje a Nectario Andrade Labarca, Colección 
Libros Homenaje No. 13. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren 
Editor, 2004, Vol. I, pp. 917-938; Flores Ynserny, Anik: ¿Es la jurisprudencia verdadera fuente del 
Derecho? En: Revista de Derecho Nº 15. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2005, pp. 56-60, 
la jurisprudencia había sido considerada fuente complementaria de Derecho pero a raíz de la 
Constitución de 1999 la que tenga lugar por aplicación del artículo 335 bien podría considerarse 
fuente principal de Derecho cuando de interpretación constitucional se trate. 

22	Domínguez Guillén, Diccionario…, pp. 101 y 102; Domínguez Guillén, María Candelaria: Ensayos 
sobre Capacidad y otros temas de Derecho Civil. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Co-
lección Nuevos Autores Nº 1, 3ª edic., 2010, pp. 775-783. Véase art. 321 CPC que señala que 
los jueces “procurarán” acoger la doctrina de casación establecida en casos análogos, por opo-
sición al art. 177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y al artículo 489-J de la LOPNNA que 
indica “deberán”). Véase: TSJ/SConst, Sent. Nº 1264 del 1-10-13, declara nulidad del artículo  
177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo; TSJ/SConst., Sent. Nº 1380 del 29-10-09, “el artículo 
177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo es contrario a lo dispuesto en el artículo 335 de la 
Carta Magna al pretender obligar o vincular a los jueces de instancia a que sigan la doctrina de 
casación, siendo que las únicas decisiones que tienen tal carácter vinculante son las dictadas 
por esta Sala en interpretación de las normas y principios contenidos en la Constitución y en 
resguardo de la seguridad jurídica y del principio de confianza legítima. Así se declara…En 
consecuencia, esta Sala Constitucional, en uso de la potestad prevista en el artículo 334 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, desaplica por control difuso el artículo 
177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, teniendo el presente fallo carácter vinculante para 
todos los tribunales de la República, incluso para las demás Salas de este Tribunal Supremo de 
Justicia. Así se decide…Vista la anterior declaratoria se ordena la publicación del presente fallo en 
la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela bajo la siguiente mención: “Sentencia 
de la Sala Constitucional, de carácter vinculante para todos los tribunales de la República, incluso 
para las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia, mediante la cual se desaplica por control 
difuso de la constitucionalidad el artículo 177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo…”; Boza 
Scotto, Natalia: El valor de la jurisprudencia de la Sala de Casación Social: la controversia sobre el 
carácter vinculante de la jurisprudencia de casación en el proceso laboral y de protección de niños, 
niñas y adolescentes. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Serie Nuevos Autores Nº 15, 2010, 
p. 103, “frente a la posición asumida por la Sala Constitucional, reaparece en materia laboral y de 
protección de niños, niñas y adolescentes, el carácter persuasivo de la jurisprudencia de la Sala 
de Casación Social”; TSJ/SConst., Sent. 401 del 19-3-04.

23	Como puede acontecer en otros ordenamientos. 
24	Domínguez Guillén, Diccionario…, pp. 49 y 50, “La costumbre precisa de un elemento material (rea-

lización de actos externos, que tienen lugar en forma reiterada, constante, uniforme, general, y du-
radera) y el elemento psicológico (convicción común o colectiva de que la práctica es obligatoria)…”.

25	Que dispone: “Las leyes no pueden derogarse sino por otras leyes; y no vale alegar contra su inob-
servancia el desuso, ni la costumbre o práctica en contrario, por antiguas y universales que sean”.
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remite a ésta (1.612 del CC), pero ello no la convierte en fuente ni siquiera 
indirecta porque no contribuye a la interpretación de la ley, a diferencia de la 
jurisprudencia y la doctrina: al analizar e interpretar una ley civil indagamos 
la información doctrinal y jurisprudencial pertinente, pero ciertamente poco 
importa la costumbre26.

2.  Interpretación27

La interpretación es un proceso complejo en virtud del cual se trata de deter-
minar el sentido y alcance del Derecho. Implica una actividad de valoración 
por parte del intérprete a fin de precisar las consecuencias y efectos derivados 
a un supuesto o conflicto particular28.

La interpretación es una etapa necesariamente previa a la aplicación29 del 
Derecho, aunque no exclusivo de tal proceso. Esto es, si bien se admite que 
la interpretación más importante es la judicial porque la realizada por el Juez 
hace efectiva la aplicación concreta del Derecho, no es menos cierto que cual-
quiera puede intentar indagar el sentido de las normas y principios jurídicos 
al margen de su aplicación efectiva. De hecho es en gran medida lo que hacen 
los doctrinarios o el estudioso del Derecho.

Refiere la doctrina que al momento de interpretar deben tenerse en cuenta 
varios elementos que, unidos, al menos en su mayoría pudieran llevarnos a 
cierta dirección. Savigny, conocido por ser el primero en descomponer los 
elementos de la interpretación, señaló que no se trata de cuatro clases de in-
terpretación a cuyo gusto pueda escoger el intérprete, aunque alguno de ellos 
pueda presentar mayor importancia, entre los que ubicó: gramatical, lógico y 
teleológico, histórico y sistemático. El elemento gramatical se refiere a partir del 
significado de las palabras y de la conexión de éstas entre sí, pues el derecho 
se expresa a través del lenguaje (CC, art. 4)30.  El elemento lógico y teleológico  

26	Véase también: Flores, Lony: El Derecho Civil, http://civilpersonas.blogspot.com/ “Es necesario 
acotar que en nuestro sistema jurídico y en especial en el campo del Derecho Civil se le concede 
poca importancia a la costumbre como fuente del Derecho, en efecto el artículo 7 del Código 
Civil…”.

27	Véase “La interpretación: atributo esencial de la sentencia” y la bibliografía allí citada, en: Domínguez 
Guillén, Ensayos…, pp. 741-794; Franco de la Cuba, Carlos Miguel: La interpretación de la norma 
jurídica. http://www.monografias.com/trabajos14/normajuridica/normajuridica.shtml.

28	Véase: Barraca Mairal, Javier: Pensar el Derecho. Curso de Filosofía Jurídica. 9. Madrid, Albatro, 
2005, p. 186, la interpretación es el primer paso para el cumplimiento del Derecho, la aplicación 
de éste exige interpretación que es el camino para la comprensión jurídica, que consiste en el 
entendimiento del significado y sentido del Derecho. 

29	Véase refiriendo la “interpretación” dentro de las operaciones que integran la aplicación o ela-
boración del Derecho: Castán Tobeñas, ob. cit., pp. 354 y 355; 1. La crítica del texto legal (formal 
y sustancial del texto de la ley, esto es, su autenticidad y su legitimidad, respectivamente); 2. la 
interpretación y 3. La investigación del Derecho (que podría ser integradora o modificativa): 
Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 34. Ahora bien, en la fase crítica sustancial al preguntarse sobre 
la ley el intérprete puede plantear de ser el caso su desaplicación por vía del control difuso de la 
constitucionalidad (Véase: Código de Procedimiento Civil, art. 20; Constitución, 334).

30	Cabe aclarar que si bien el elemento gramatical es el punto de partida, no es el único ni el más 
importante. Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 747-749; Mendoza, José Rafael: De la exegesis 
al Derecho justo. En: Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales Vol. 39 Nº 90, 1982, 
p. 112, el exégeta es un prisionero de la ley que no se pregunta si el Derecho es justo. 
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contiene una doble connotación, primeramente el lógico supone partir de 
las reglas de la lógica básica y por ejemplo rechazar toda interpretación que 
conduzca al absurdo; por su parte el elemento teleológico implica tener en 
cuenta la finalidad que se persigue con la institución en juego; el elemento 
histórico parte de indagar en la voluntad del Legislador, en los debates parla-
mentarios o en el origen de la norma; el elemento sistemático31 resalta que el 
Derecho es un sistema de normas y principios en interconexión por lo que no 
cabe atarse a un sólo texto legal, sino conectarlo con otras normas del sistema, 
especialmente a la Constitución32. A los anteriores se adiciona el elemento 
sociológico según el cual se precisa interpretar la ley de conformidad con el 
contexto social, científico, tecnológico, etc. en que se presenta33. Aspecto vital 
para no hacer inaplicable u obsoleta ciertas disposiciones e instituciones34. Son 
múltiples entonces los elementos a considerar al momento de interpretar por 
lo que pretender que en el caso mencionado sólo debemos acudir a los que 
indica el artículo 4 del CC (gramatical e histórico)35, sería ceñirse al elemento 
gramatical, que según indicamos no es el único ni el más importante.

Un aspecto interesante en materia de interpretación, viene dado por la 
pugna entre la teoría objetiva y la teoría subjetiva, esto es si lo importante al 
momento de interpretar en caso de contraposición será la voluntad de la ley 
(objetiva) o más bien del Legislador (subjetiva). Amplia es la doctrina que nos 
seduce a pronunciarnos por la teoría objetiva de la interpretación, en virtud de 
la cual, se sostiene que la ley adquiere vida propia una vez que se desprende 
de su creador pudiendo llegar a alcanzar consecuencias insospechadas por 
éste; que poco importa lo que quiso decir el Legislador (amén del inconve-
niente de saber quién es) pues lo importante es lo que quedó plasmado en 
el texto de la ley, y que es si la función del jurista se redujera a retroceder en 
el tiempo para averiguar lo que otro pretendió decir, su función se reduciría 
a la de un arqueólogo36. Aunque no está demás admitir que ambas teorías 
deberían complementarse y que la discusión planteada entra en juego en 
caso de contradicción, pues inclusive se utiliza como sinónimo la expresión 
voluntad de la ley y del legislador37. 

31	Véase: Rodríguez R., Gladys J.: El argumento sistemático o hipótesis de lo ordenadamente dispuesto 
y por sí ordenado. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 89, Universidad 
Central de Venezuela, 1993, pp. 373-406.

32	Véase: Barber Cárcamo, Roncesvalles: La Constitución y el Derecho Civil. REDUR Nº 2, 2004, p. 
40, www.unirioja.es/dptos/dd/redur/numero2/barber.pdf . El Derecho Civil ha debido asumir la 
incidencia directa que la Constitución como norma jurídica proyecta sobre todo el ordenamiento.

33	Véase: Uzcátegui Urdaneta, ob. cit., p. 73, si bien la norma responde a las concepciones axiológi-
cas del momento en el cual se dicta la norma, también se corresponde a las relaciones sociales y 
actuales de la vida para la cual rige el Derecho. 

34	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 746-749 (con especial inclusión de la nota 23 que refiere 
ejemplos relativos a los elementos de interpretación); Savigny, M.F.C. de: Sistema del Derecho 
Romano Actual. Madrid, Centro editorial de Góngora, s/f, 2ª edic., T. II., pp. 187 y 188.  

35	Que dispone: “A la ley debe atribuírsele el sentido que aparece evidente del significado propio de 
las palabras, según la conexión de ellas entre sí y la intención del Legislador…”.

36	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 502-507.
37	Véase: ibid., pp. 506 y 507.
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Por sus resultados la interpretación puede ser declarativa o por el contrario, 
correctiva: en la primera se dice que el Legislador encontró en las palabras 
de la ley los términos precisos de expresar su voluntad. Mientras que en 
la interpretación correctiva se afirma que el texto de la Ley es distinto a la 
voluntad de la misma; por lo que tiene lugar cuando la letra de la ley no se 
corresponde con su espíritu. Ahora bien, la interpretación correctiva o modi-
ficativa, a su vez, puede dividirse según sea el caso, en extensiva, restrictiva 
y correctiva propiamente dicha. En la extensiva el texto de la ley se quedó 
corto con relación a su espíritu y el intérprete debe ir más allá de la letra de 
ley para lograr su verdadero sentido (por ejemplo, la norma alude a “hijos” y 
debe entenderse a “descendientes”); en la restrictiva, acontece lo contrario, el 
texto de la ley pecó por exceso indicando más de lo que su espíritu infiere, y 
el intérprete debe limitar el alcance del texto (ej. La norma indica “parientes” 
y debe entenderse “parientes más próximos”). Finalmente, en la interpreta-
ción correctiva propiamente dicha el texto de la ley dispone algo distinto a 
su espíritu (ej. La norma alude a “igual” y debe entenderse “proporcional”) 38.

La interpretación constituye sin duda uno de los aspectos más complejos 
y mágicos del Derecho: ella nos permite ver cosas que los demás no ven, nos 
lleva por caminos que nos hace sentir el carácter creativo y fascinante del 
Derecho. Es una herramienta fundamental para no quedar atado a la letra 
de la ley, siempre que los demás elementos nos permitan una salida justa y 
razonable. La función de la interpretación es vital en el papel del Juzgador 
pues gracias a ella y a las herramientas de la argumentación puede acceder en 
la sentencia a una salida justa sin convertirse en un mero autómata39.

38	Véase: ibid., pp. 751 y 752; Uzcátegui Urdaneta, ob. cit., pp. 75 y 76, cuando la palabra empleada 
en la ley tiene un sentido que no se adapta a la intención del legislador o al espíritu, propósito y 
razón de la ley, dicho sentido debe ampliarse o restringirse por vía de la interpretación extensiva 
o restrictiva. 

39	Véase “protagonismo e independencia del Juez” así como el carácter creativo de la interpretación 
judicial en: ibid., pp. 771-793; Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Circunscripción Judicial del 
Estado Miranda. San José de Barlovento, Sent. 13-7-10, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
julio/118-13-2010-652-.html “al decir del maestro Novoa Monreal (Eduardo Novoa Monreal: “El 
Derecho como Obstáculo al Cambio Social”. Editorial Siglo XXI. México 1975) a tener presente 
en todo momento, que la ley no debe convertirse en un impedimento al progreso social, ni al 
alcance de la real justicia material, pues solo el juez por su alta y delicada responsabilidad, será 
el garante de la prudente aplicación eficaz y exitosa. Quizás algo parecido pretendió decir mucho 
antes, el sabio Calamandrei, cuando expresó que “el juez es la voz de la ley”, y solo él, entendido 
como diligente mensajero, nunca como autómata repetidor de textos jurídicos normativos, con 
su sabia e inteligente interpretación del derecho positivo, puede hacer posible que las bondades 
jurídicas se traduzcan en una realidad. Por ello se observa que a los operadores de justicia se les 
ha venido concediendo progresivamente, prudentes flexibilidades interpretativas en la aplicación 
de la norma, anteriormente limitadas injusta e irracionalmente por el riguroso y excesivo riguroso 
positivismo, a Dios gracias, hoy superado en gran parte. En efecto, así lo previó el legislador cuando 
promulgó el vigente Código Civil Adjetivo, en el año 1986, en el artículo 20, así como en el 23, 
introdujo la posibilidad de que los jueces al ejercer su rol de director del proceso, consagrado en 
el artículo 14 del mismo código, preservaran en todo momento la integridad constitucional, y la 
autorización para actuar según su prudente arbitrio, consultando lo más equitativo o racional en 
obsequio de la justicia, respectivamente. Son estos otros fundamentos de la presente decisión, 
en lo que atañe a la iniciativa a preservar la integridad constitucional, en relación a la brevedad 
procurada en los procesos, y así se declara”.
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3.  La integración
La interpretación supone la existencia de una “norma”, esto es una disposición 
legal general, en base a la cual busca sentido el intérprete. Pero a efectos de 
resolver una situación, al menos en el ámbito del Derecho Civil40, no cabe 
alegar la inexistencia de norma expresa: se debe acudir a un mecanismo de 
integración jurídica que permita llegar a una solución. De allí que algunos 
aludan a la integración como una fase posterior a la interpretación o más bien 
a falta de ésta41. Sin embargo, otros consideran la integración como parte del 
proceso de interpretación y de allí que se aluda a la “interpretación analógica”.

El artículo 4 del CC42 impone a los efectos de la integración o investigación 
del Derecho, que primeramente debe acudirse a la analogía y posteriormente 
a los principios generales del Derecho. 

La analogía tiene lugar ante la omisión del Legislador, quien no previó 
norma expresa que resolviera determinada situación o supuesto de hecho; 
implica así la búsqueda de una norma jurídica semejante o análoga al supuesto 
de hecho que se presenta a objeto de aplicarle al caso en cuestión la misma 
consecuencia jurídica de la norma existente43. Constituye un mecanismo de 
integración jurídica que difiere de la “interpretación extensiva” pues en ésta 
el asunto no se encuentra en la letra de la ley pero sí en su espíritu44. Con-
trariamente, la analogía encuentra aplicación porque la ley olvidó u omitió 
enteramente regular el caso objeto de aquella. Así por ejemplo, de darse el 
caso de extenderse un acta de defunción en forma errada y procederse a la 
partición, y luego descubrirse que el sujeto vive, a falta de regulación expresa, 
la norma que prevé un caso análogo es la relativa a la ausencia según la cual 
se recuperará los bienes en el estado en que se encuentren (CC, 436).

De pasearnos por la primera opción de la “analogía” y no encontrar en las 
normas algún caso “análogo” o “semejante”, cabe acudir a los principios gene-
rales del Derecho45 como forma subsidiaria de integración. Estos se deducen o 
emanan del ordenamiento: se trata de orientaciones básicas y fundamentales 
que inspiran al sistema jurídico. Reglas que resalta por ser fundamentales, 
40	A diferencia del Derecho Penal que por seguridad jurídica no admite la analogía: los delitos deben 

ser típicos.
41	Véase: Uzcátegui Urdaneta, ob. cit., p. 77, la integración supone que no existe una norma expresa 

que interpretar ante un hecho jurídico concreto. 
42	Dispone: “Cuando no hubiere disposición precisa de la Ley, se tendrán en consideración las disposi-

ciones que regulan casos semejantes o materias análogas; y, si hubiere todavía dudas, se aplicarán 
los principios generales del derecho”.

43	Véase: Barraca Mairal, ob. cit., pp. 190 y 191, la analogía implica semejanza, similitud, parecido, 
paralelismo, etc. Aplica a un supuesto de hecho para el que no se conoce una norma directamente 
aplicable pero que presenta semejanza con otros supuestos de hecho sí regulado.

44	No acontece un olvido sino una expresión inapropiada en extensión. La analogía, por el contrario 
opera, sobre casos que no pueden resolverse por una disposición precisa. La analogía entra en 
juego, después de la interpretación, incluso de la extensiva. La interpretación extensiva de una 
norma se aplica cuando una situación no está expresamente como tal en su letra o tenor literal, 
pero se halla incluida virtualmente en el espíritu de la norma. 

45	Véase: Varela Cáceres, Edison Lucio: Introducción a los principios generales del Derecho: especial 
referencia a los principios sectoriales del Derecho Laboral. En: Revista Venezolana de Legislación 
y Jurisprudencia Nº 5 edición homenaje a Fernando Parra Aranguren, 2015, pp. 247-287.
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amén de conocidas, tales como que todos tenemos derecho a la defensa, el 
que ocasiona un daño a otro debe repararlo, etc. 

Con base a lo indicado, se distingue la analogía legis para referirse a la 
analogía propiamente dicha de la analogía iuris, conectada a la aplicación de 
los principios generales del Derecho. 

Es importante aclarar que los principios generales del Derecho, en el caso 
indicado cumplen una función subsidiaria de integración, pero presentan 
también una importante función rectora en materia de interpretación jurídica, 
toda vez que como su denominación lo indica preceden, orientan o inspiran 
el sistema jurídico46. De allí que una norma no debe contrariar un principio 
general de Derecho, estos son cimientos en los que se apoya un sistema legal. 
Por ello los principios cumplen una doble finalidad; una subsidiaria en materia 
de integración y otra orientadora y primaria en materia de interpretación.

Así pues, no debe incurrirse en la equívoca creencia que las normas están 
por encima de los principios generales del derecho, siendo que estos como su 
denominación lo denota, los “principios” preceden al sistema y se sobreponen 
a éste. Debe admitirse una triple función de los principios generales del de-
recho: 1. fundamento del ordenamiento jurídico; 2. criterio de interpretación 
de las normas 3. fuente integradora.  Los principios tienen así un carácter 
informador y una fuerza directiva47.

46	Véase: ibid., p. 175, “los principios generales del derecho son las máximas orientadoras, claves 
generales o pautas fundamentales de lo jurídico”. Se aplican supletoriamente sin perjuicio de 
su carácter informador del ordenamiento. Están los comunes a toda rama jurídica: principio 
de legalidad, de la jerarquía normativa, y los especiales según la materia de que se trate. Véase 
también: Petzold-Pernía, Hermann: Sobre la naturaleza de los principios generales del Derecho. 
En: Estudios de Derecho Civil. Libro Homenaje a José Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros 
Homenaje Nº 5. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, Vol. II, pp. 109-122.

47	Arce y Florez-Valdez, ob. cit., pp. 56 y 57; Segura Ortega, Manuel: La racionalidad jurídica. Madrid, 
edit. Tecnos, 1998, p. 102: en ocasiones una norma puede ser eliminada como consecuencia de la 
aplicación de un principio. Véase también: Domínguez Guillén, Ensayos.., p. 788, nota 172 y 173, 
Señala Levis Zerpa que existe la errónea creencia, tal vez derivada de percepción equivocada del 
art. 4 del CC que los principios generales del derecho constituyen la parte final de la interpreta-
ción, una vez agotada la ley y la analogía.  Contrariamente debe tenerse claro que los principios 
preceden al sistema y sin ellos no pueden redactarse las normas. (“La Argumentación Jurídica”: 
Ponencia presentada el día 5 de octubre de 2000 en el Tribunal Supremo de Justicia con ocasión 
del curso sobre “Capacitación Sobre Razonamiento Judicial y Argumentación Jurídica”).


